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Gubernamental en el sentido de que la fase probatoria del proceso se convierte en una comunidad 

de esfuenos, ya que en el campo del derecho procesal administrativo destaca la insoslayable 

presencia del interés público. 

Al respecto, la Sala señaló que "la i11te1pretaci611 de la autoridad admi11istrativa 

(Tribunal de Ética Gubernamental) es válida, en el sentido de que en el derecho procesal 

administrativo destaca la presencia del interés público, entendido como el co11ju11to de normas 

que rigen a la actividad y organizació11 del Estado, como así mismo las relaciones entre los 

pc1rticulares [el demandante} y el Estado [autoridad demandada}. en cua/1/o éste actúa como 

poder soberano" (Resolución definitiva pronunciada por la Sala de Jo Contencioso 

Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, a las diez horas con quince minutos del día 

cuatro de mayo de dos mil diez, Ref. 1 2-2008). 

Por lo anterior, en la decisión final es elemental el juicio de hecho, que consiste en la 

determinación de los hechos que van a ser calificados jurídicamente en el juicio de derecho. Es 

decir, si nos movemos en la idea de la subsunción, con el. fundamento de los hechos se trataría de 

determinar la premisa menor del silogismo. 

El juicio sobre los hechos presenta tres fases principales: la presentación de los hechos, la 

actividad probatoria y la fijación de los hechos. 

a) Presentación de los hechos. 

Los hechos presentados son aquellos alegados por las partes pero que están sujetos a 

comprobación; pues, como es lógico, no son empíricamente evidentes para quien decide, por lo 

que debe llevarse a cabo toda una actividad probatoria. 

Una vez valoradas todas las pruebas aportadas por las partes, no siempre coinciden los 

hechos presentados o enunciados, con los hechos probados. Sobre estos últimos es sobre los que 

recae el juicio de derecho o análisis normativo. 

b) Actividad probatoria. 

A continuación se expondrán los argumentos respecto de los hechos que serán objeto de 

la presente decisión, por lo que el Tribunal procede a señalar uno a uno los medios probatorios 

conocidos en el procedimiento, que no necesariamente conlleva a expresar una relación detallada 

de todos ellos, sino el fundamento del valor probatorio que ocasiona en el intelecto del juzgador 

lo que, en materia de argumentación jurídica, se denomina fundamentación probatoria 

descriptiva. 

La prueba vertida en el transcurso del procedimiento es la siguiente: 

6 





las Normas Institucionales establecidas. Para ello, el Hospital Nacional Rosales cuenta con un 

instructivo para la aceptación de donativos. 

En el capítulo r de dicho Instructivo, referente a Normas Generales, la disposición J. l 

establece que todos los equipos médicos, de oficina, medicamentos e insumos médicos obtenidos 

ya sea por empresas, sociedades, asociaciones de beneficencia o el Ministerio de Salud Pública y 

Asistencia Social, en carácter de donativo, deberán estar sujetos a un proceso de aceptación y 

recepción convenientemente organizado, antes de pasar a formar parte de los inventarios de los 

almacenes del Hospital Nacional Rosales y ser distribuidos a las diferentes áreas. 

Asimismo, el art. l.2 dispone que todo donativo, a excepción del efectivo, debe contar con 

la opinión técnica correspondiente; y el 1.3 señala que todo el equipo médico y de oficina recibido 

en donaciones, ya sea de Organismos Internacionales, entes del Estado o una persona natural o 

jurídica, deberán estar debidamente registrados y ubicados en la dependencia respectiva. 

En ese sentido, manifiesta el Director del Hospital Nacional Rosales que todos los 

donativos que se reciben en dicho centro hospitalario deben de seguir un procedimiento que 

conlleva una aceptación y opinión técnica; y, en casos excepcionales, él y el Jefe de la División 

Administrativa puede nombrar una comisión para coordinar las donaciones mediante acuerdo 

administrativo. En ningún documento se establece el hecho de recibir artículos promocionales por 

parte de la Dirección. Además, dicho Instructivo manda a que el donante debe remitir una carta 

dirigida al Director en la cual manifieste que desea realizar la donación, debiendo llenar ciertos 

requisitos mínimos. 

En caso de donación en efectivo debe identificarse alguna necesidad específica, debiendo 

apersonarse a la Institución y dirigir su colaboración al Departamento de Tesorería. 

De acuerdo al mismo Instructivo, en los casos en que las donaciones son entregadas 

directamente a empleados de la Institución, éstos no pasan por los procesos anteriores, pero deben 

cumplir con ciertos requisitos como remitirle una carta a él, en la cual dan a conocer el servicio 

en el cual ellos están designados y les han efectuado una donación. Además, que el uso que se le 

dará en el área será para beneficio de los pacientes. 

3) De folios 123 al 127 constan fotocopias certificadas de acuerdos en los que se ha 

nombrado a la licenciada Rosa Maria Ayala de Guerra como miembro de Comisión de 

Evaluación de Ofertas, con lo que se comprueba que la servidora pública denunciada interviene 

en las opiniones que se emiten con relación a las empresas ofertantes. 
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4) En los folios del 128 al 145 se encuentran agregadas copias simples de los listados de 

compras por libre gestión, en las que constan contrataciones con la Droguería Universal de bienes 

tales como jeringas, equipos descartables de inyección, descartables para administración de 

solución de diálisis, compras efectuadas a solicitud de la Unidad del Servicio Central de Equipos 

y Esterilización, en donde se desempeña la servidora pública denunciada como Enfermera Jefe de 

dicha Unidad. 

5) De folios 1 46 al 159 constan fotocopias certificadas de contratos suscritos entre el 

Hospital Nacional Rosales y la Droguería Universal, S.A. de C.V., relacionados con catéteres, 

agujas, vendas, descartables para administración de solución de diálisis, entre otros, los cuales, 

relacionados con la prueba anterior, comprueban que dichos insumos son utilizados en la Unidad 

del Servicio Central de Equipos y Esterilización del Hospital Nacional Rosales, donde ejerce 

funciones la servidora pública denunciada. 

6) En los folios del 160 al 1 7 1  se encuentra agregada copia simple del Instructivo para la 

Aceptación de Donativos del Hospital Nacional Rosales, dentro del cual en el romano VII se 

establecen nonnas de donaciones para eventos especiales, señalando, entre otras cosas, que este 

tipo de donaciones es con respecto a actividades especiales realizadas en la Institución como el 

caso del día del Hospital y diversas celebraciones; con la finalidad de que no sean ingresadas al 

almacén, se debe crear una Comisión conformada mediante Acuerdo Administrativo, en el que se 

especifique la actividad y quiénes la conformarán, y que dicha comisión trabajará en 

coordinación con la Unidad de Relaciones Públicas. 

La prueba documental, por su naturaleza, se encuentra agregada al expe<liente desde el 

mismo instante que el interesado la ofrece. 

Sin embargo, el juicio de valoración, que es el que se lleva a cabo en el momento de la 

decisión final, es la operación intelectual destinada a establecer la eficacia de los elementos de 

prueba recibidos en cuanto a la convicción que producen en el juzgador; por ello, no todas las 

pruebas gozan de valor probatorio en la presente decisión. Además, de aquellas que merecen 

valor probatorio para el Tribunal, no todas tienen el mismo grado o importancia para incidir en el 

fallo. 

Es en esta oportunidad que se establece cuál es su real utilidad para el esclarecimiento de 

los hechos denunciados. 

En ese sentido, en los folfos 7, 8 y 9 constan diligencias relacionadas con la investigación 

administrativa que realizó la Unidad Jurídica del Hospital Nacional Rosales en contra de la 

licenciada Ayala de Guerra. Dichos medios de prueba sirvieron en su momento oportuno para las 
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Expresó que vio la carta de solicitud del patrocinio, la cual fue hecha y firmada por la 

licenciada Ayala de Guerra, como jefa del departamento, a petición del grupo, y la debe tener la 

representante de ventas de la Droguería Universal, porque a ella se le entregó (/s. 85 y 86). 

4) El día 1 4  de julio del 201 O el señor Andrejulio Jraheta Santamaría declaró que trabaja 

en el Hospital Nacional Rosales, en el Departamento de Lavandería y Costurería, como jefe de 

dicha área. 

Dentro de sus funciones supervisa a las personas del área de lavandería y costurería, en 

ocasiones repara equipos para áreas que lo solicitan o si le piden ropa ayuda para entregárselas. 

La ropa que entrega es para área de pacientes y, en ocasiones, si reciben donativos, 

entregan ropa de uso hospitalario a empleados de la institución. Tienen variedad de colores según 

el donativo, hay blancos, rosados, azules y grises. 

Manifiesta que tiene conocimiento de haber sido citado porque le comentaron que habían 

denunciado a la licenciada Ayala de Guerra por recibir dádivas. Recuerda que en el año 2009 se 

le entregaron uniformes a la licenciada Ayala de Guerra, en su mayoría de color azul. 

El procedimiento para entregar los uniformes es el siguiente: pide a los jefes de servicios 

que hagan la solicitud a través de administración, para que puedan autorizar la entrega y, 

posteriormente, contra esa nota se hace entrega de uniformes y en su departamento también hacen 

una nota de entrega. 

No recuerda cuántos uniformes se le entregaron en esa ocasión, pero los llegó a traer un 

ordenanza de la Central de Equipos que lo conoce por "don Elías". 

Dentro de sus responsabilidades entrega material hospitalario y ropa para uso de 

pacientes. Los uniformes que entregó en esa ocasión eran un donativo procedente de acción 

global que no tenían logo, y son para uso particular de los empleados, quienes pueden llevárselos 

(fs. 93 y 94). 

5) El día 14 de julio del 201 O el señor José Elías Sánchez declaró que trabaja en el 

Hospital Nacional Rosales, en el departamento de limpieza, asignado a la Central de 

Esterilización. Su jefa inmediata es la licenciada Rosa Maria Ayala de Guerra, quien le manifestó 

que lo habían citado por unos uniformes que él fue a retirar al departamento de lavandería. 

Fueron dos veces las que fue a traer uniformes, la primera en noviembre y la segunda en 

febrero. Los uniformes se los entregó el señor Andrejulio lraheta, jefe del Departamento de 

Lavandería. 
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compra de uniformes deportivos. Dichas empresas son de las ofertantes de insumos médicos que 

llegan al hospital a promocionar sus productos. 

Señaló que a él le llamó la atención cuando ella entregó el cheque de ciento ocho dólares 

y dijo que a ella se lo había entregado una empresa. Dichos hechos ocurrieron en octubre en la 

fecha del aniversario del hospital, el 22 ó 23 de octubre del 2009, porque el 24 es la fecha del 

aniversario. Los fondos de dicho cheque fueron para comprar uniformes para un equipo de fútbol 

rápido. 

Expresó que la licenciada Ayala de Guerra juega el papel de ofertar con las empresas y 

las señoras que llegan a patrocinar los productos; también tiene relación con los procesos de 

compra de la UACI. Dicha conducta es reiterada, pues recuerda que en el 2008 recibió I O 

canastas navideñas que se repartieron en el equipo, de lo cual él no participó. 

Manifestó que en los procesos de compra en la UACI para que califique un material o 

equipo pasa primero por un "filtro", así participa la jefe, ve la calidad del producto y luego va a la 

UACI ya con el personal técnico. Las compras no las autoriza la UACl porque intervienen 

también las jefaturas pero tampoco las autoriza sólo la licenciada Ayala de Guerra. 

Asimismo, dijo que no vio a nombre de quien estaba el cheque de ciento ocho dólares que 

mencionó que era para entregarlo al equipo de fútbol, ya que en ese momento no era miembro del 

equipo, ahora lo es porque quería recabar las pruebas, y porta ese uniforme. 

Señaló que no recuerda la fecha en que fueron entregados los uniformes azules pero fue 

posterior a los deportivos. A veces el hospital proporciona uniformes cada año, pero en ocasiones 

pasa más de un año y no dan. En el 2009 no entregaron uniformes sólo recibió el que le entregó la 

licenciada Ayala de Guerra y firmó un documento, porque había gabachas y otros azules tipo 

médicos. 

Expresó que la licenciada Ayala de Guerra benefició a sus compañeros con dichos 

implementos, pero en esa ocasión no se benefició ella porque fue para el equipo. 

No recuerda cuál empresa entregó ese cheque pero, según sus compañeros, lo entregó la 

señora que llega a ofertar productos, dicha empresa vende productos específicos que son 

utilizados en la Central de Equipos y Esterilización, como catéteres de venas central de una y de 

tres vías. Y la empresa que entregó termos y agendas también vende productos para su 

departamento. 

Declaró que la iniciativa de solicitar un donativo para los uniformes del equipo de fútbol 

nació de los compañeros pero la jefe la completó (fs. 99 y 100). 
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Además, señaló que conoce a la licenciada Ayala de Guerra desde hace ocho o nueve 

años, porque trabaja con los servicios y cuando se dañan preguntan por lo jefes, por eso la 

conoce. 

En la Droguería Universal tiene dos años de trabajar, pero antes trabajó en Olimpus Red­

Medicine. Sabe que la licenciada Ayala de Guerra es la jefe de la Central de Equipos. Tiene 

conocimiento de que la Droguería Universal tiene contratos con el Hospital Nacional Rosales en 

el área de nefrologia con las personas de hemodiálisis de forma indefinida; y en otras áreas a 

veces ganan y a veces no, como en el caso de glucómetros que están en todas las áreas de 

servicios; sin embargo, expresa que no hay ningún servicio que su empresa preste en la sección 

donde trabaja la licenciada Ayala de Guerra. 

La solicitud primero fue hecha de fonna verbal y luego por escrito. De forma verbal 

fueron tres personas los que la hicieron, todo fue como una broma, al decir que ella era la persona 

que les podía proporcionar los uniformes, entonces se les quedó viendo y les djjo que se lo 

solicitaran por escrito pero que quien lo debía hacer era la jefa de ellos. 

No es primera vez que al hospital se le donan uniformes como forma de agradar a las 

personas, así como cuando falta algún accesorio en los hospitales. 

Con el área de hemodiálisis su empresa tiene contratos indefinidos. 

Durante este período el úruco donativo que han hecho es el de los urufonnes. 

Después de la solicitud que se le hizo de forma verbal y escrita, pasaron dos o lres días y 

luego les entregaron el cheque porque les urgía, cree que la fecha fue 26 o 27 de octubre, duran le 

ese tiempo no tuvo ningún otro contacto con la licenciada Ayala de Guerra. 

A veces venden al hospital un producto de catéteres de vena central de una y tres vías, 

pero a veces no, depende del precio, y desconoce si es utilizado en la unidad de la cual es jefe la 

denunciada, sólo sabe que en el servicio de nefrología sí lo utilizan. 

Las compras se hacen de forma temporal, hay compras que no las realizan durante todo el 

año sino hasta el final (fs. J 08 y 109). 

Los testigos mediante sus declaraciones introducen al procedimiento hechos relevantes, 

conocidos y necesarios para determinar con certeza la producción del hecho objeto de la 

denuncia, los cuales serán analizados por el Tribunal confonne al sistema de valoración de la 

sana crítica que es el reconocido en el procedimiento administrativo sancionador. 

El sistema de valoración de la sana crítica ha sido definido como las reglas del correcto 

entendimiento humano; contingentes y variables con relación a la experiencia del tiempo y del 
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Respecto al segundo de los hechos, relacionado con la entrega de un paquete que contenía 

una agenda pequeña, un tenno, lapicero y un uniforme, que hizo la licenciada Rosa María Ayala 

de Guerra a los empleados de su Unidad y que habían sido proporcionados por una de las 

empresas abastecedoras del centro hospitalario, de confonnidad con los hechos relatados de 

forma precisa por el mismo denunciante en su escrito de denuncia, este Tribunal delimitó el 

ámbito temporal de ocurrencia de los hechos a finales del mes de diciembre de 2009, pues del 

relato de la denuncia no puede colegirse que tales hechos hubiesen ocurrido en el marco de la 

celebración del día del técnico de Arsenal y Esterilización de la Unidad del Servicio Central de 

Equipos y Estetilización, es decir en noviembre del año 2009, como se ha expresado en el 

presente procedimiento administrativo sancionador. 

Como se advierte en la descripción probatoria, no se ha ofrecido ninguna prueba que 

demuestre que la entrega del paquete promociona! sucedió a finales del mes de diciembre del 

2009, pues la prueba ofrecida se recondujo a probar que los artículos contenidos en el paquete 

promociona! se entregaron durante la celebración del día del técnico de arsenal y esterilización 

anteriormente relacionado, lo que no corresponde al objeto del presente procedimiento 

administrativo sancionador delimitado en el auto de admisión (fs. 19). 

Los hechos objeto del presente procedimiento administrativo sancionador, según el 

denunciante, ocurrieron a finales de diciembre de 2009 y son ajenos al día del técnico de arsenal 

y esterilización, el cual ni siquiera fue mencionado en el escrito de denuncia. 

En ese orden de ideas, este Tribunal no valoró ninguna prueba relacionada con el día del 

técnico de arsenal u otra fecha que no se circunscribiera a finales de diciembre del 2009 y 

ninguna de las pruebas relacionadas con el objeto de este procedimiento demuestra que la 

licenciada Rosa María Ayala de Guerra baya entregado a finales del mes de diciembre del 2009 

unos paquetes que contenían una agenda pequeña, un termo, lapicero y uniforme para uso médico 

color azul a empleados de la Unidad a su cargo, proporcionados por una de las empresas 

abastecedoras del centro hospitalario. 

Por lo que, posteriormente, el juicio de adecuación normativa recaerá únicamente sobre el 

hecho de que la licenciada Ayala de Guerra hizo una solicitud por escrito, como jefe de la Unidad 

del Servicio Central de Equipos y Esterilización, a la Droguería Universal, con el objeto de 

solicitar que le fueran patrocinados los uniformes deportivos que utilizarían los empleados de su 

Unidad en el torneo de futbolito rápido que se desarrolla cada año en el hospital. 

Habiendo hecho las anteriores consideraciones se procede a delimitar los hechos que han 

sido probados, siendo a criterio de este Tribunal los siguientes: 
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1 1 .  FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

En esta fase de análisis corresponde, por parte del Tribunal, calificar jurídicamente los 

hechos fijados probatoriamente, examinándolos de manera jurídica hasta llegar a la resolución del 

caso planteado, lo que sólo se puede hacer partiendo de los hechos probados. 

La exposición del derecho aplicable no se satisface con la mera enunciación del tipo 

administrativo sancionador, sino que es necesario que se interpreten los preceptos para conocer 

cuáles han sido las razones de su aplicación. 

Antes de analizar si con los hechos probados hubo una transgresión a la disposición de la 

Ley de Ética Gubernamental, calificada de forma provisional, es necesario l1acer algunas 

consideraciones previas: 

l. Competencia. 

Como derivación del principio de legalidad, establecido en el inciso tercero del artículo 

86 de la Constitución, en virtud del cual "los funcionarios del Gobierno son delegados del pueblo 

y no tienen más facultades que las que expresamente les da la ley", toda actuación de la 

Administración pública debe sujetarse a1 ejercicio de una competencia previamente atribuida por 

el ordenamiento jurídico. 

Manuel Maria Diez define la competencia como el "conjunto de atribuciones, poderes o 

facultades que le corresponden a un órgano en relación con los demás" (Manual de Derecho 

Administrativo, p. 1 23). 

Entre las potestades que puede atribuirse a los entes administrativos, destaca la 

denominada potestad sancionadora de la Administración pública, reconocida por el artículo 1 4  de 

la Constitución, según el cual "la autoridad administrativa podrá sancionar, mediante resolución o 

sentencia y previo el debido proceso, las contravenciones a las leyes. reglamentos u ordenanzas". 

Esta potestad ha sido definida por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte 

Suprema de Justicia como "aquélla que le compete para imponer correcciones a los ciudadanos o 

administrados, por actos de éstos contrarios al ordenamiento jurídico" (Sentencia pronunciada en 

el proceso ref l83-M-2000, del 31/111/2004). 

Para el caso específico de este Tribunal, la LEG le ha otorgado una competencia 

administrativo sancionadora que se limita aJ conocimiento de hechos planteados como 

vulneraciones a los deberes éticos o a las prohibiciones éticas contempladas en los artículos 5 y 6 

de la misma Ley, por parte de uno o varios servidores públicos, que hayan ocurrido a partir del 
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día l de julio de 2006, fecha en la que dicho cuerpo nonn.ativo entró en vigencia, o que tengan 

permanencia en el tiempo (artículo 1 ,  2, 1 8  y 40 de la LEG). 

Por ende, en virtud de la competencia de este Tribunal, el objeto de la presente resolución 

se limitará a establecer si con el cheque de ciento ocho dólares de los Estados Unidos de América 

(US $108.00) que presuntamente recibió la denunciada, como Enfermera Jefe de la Unidad de 

Servicio Central de Equipos y Esterilización, de una empresa suministradora del hospital, para los 

empleados de la Unidad a su cargo, transgrede la prohibición ética de soLicitar o aceptar, 

directamente o por interpósita persona, dádivas, regalos, pagos, honorarios o cualquier otro tipo 

de regalías, por acciones relacionadas con las funciones del cargo público, contenida en el art. 6 

letra a) de la Ley de Ética Gubernamental. 

2. Calificación jurídica. 

Es pertinente aclarar que la calificación jurídica de los hechos objeto del procedimiento 

sancionador es una facultad de este Tribunal que en modo alguno se encuentra vinculada a la 

calificación propuesta por el denunciante, ni a la calificación provisional establecida hasta antes 

de esta decisión. 

Como lo sostiene Garberí Llobregat, "la calificación jurídica de los hechos es una 

facultad de la autoridad decisora" (E/ Procedimiento Administrativo Sancionador, Volumen I, p. 

395). 

En el anterior sentido, puede ocurrir que los hechos probados encajen en la calificación 

jurídica previa, en otra infracción distinta contenida en la Ley de Ética Gubernamental, o en 

njnguna norma sancionadora de la LEO. 

Para establecer si los hechos probados encajan en la norma administrativa sancionadora 

aplicable al caso, es necesario elaborar el juicio de tipicidad. 

Previo al análisis de tipicidad de las conductas sancionables, se aclara que el mismo se 

encuentra circunscrito a la referencia de la ética pública, según la competencia otorgada al 

Tribunal, pues al trascender de este límite habrá otros tipos de sanciones en otras áreas del 

ordenamiento jurídico que ya no son de su competencia. 

Cuando se habla de ética pública se refiere sencillamente a la ética aplicada y puesta en 

práctica en los asuntos del Estado. Es una ética aplicada a los servidores públicos, es decir, a 

personas que ocupan un cargo o empleo público. 

La ética pública se refiere, entonces, a las actuaciones realizadas por los servidores 

públicos en el cumplimiento de sus funciones y deberes. 

23 









solicitar o aceptar, directamente o por interpósita persona, dádivas, regalos, pagos, honorarios o 

cualquier otro tipo de regalías, por acciones relacionadas con las funciones del cargo público, 

regulada en la letra a) del art. 6 de la LEG, con los hechos que han sido debidamente probados 

durante el trámite de este procedimiento, el Tribunal considera que los mismos encajan de mejor 

manera dentro de la prohibición de prevalecerse de su cargo público para obtener o procurar 

beneficios privados, contenida en la letra b) del art. 6 de la LEG, por lo que más adelante se 

procederá a realizar eJ juicio de tipicidad sobre dicha norma. 

Dicho cambio de calificación jurídica tiene sentido, pues no ha resultado como 

consecuencia de introducción de nuevos hechos en el presente procedimiento administrativo 

sancionador; asimismo, los hechos sobre los cuales se ha defendido plenamente la servidora 

pública denunciada son los delimitados en la admisión de la denuncia; el bien jurídico tutelado 

por la Ley de Ética Gubernamental se protege de igual fonna en todos los deberes y prohibiciones 

éticas reguladas en ésta; y, bajo la perspectiva de la LEG, la sanción a imponer es la misma, 

independientemente de la infracción que se atribuya al servidor público denunciado, ya que no 

existen sanciones de mayor o menor gravedad; por tanto, el principio que rige en la imposición de 

la sanción es la reincidencia. 

En el mismo orden de ideas, la Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia ha 

establecido que el sentenciador está habilitado para hacer modificaciones en la calificación 

jurídica del hecho, sin efectuar advertencia previa, siempre que se trate de un tipo penal 

homogéneo y que, además, no pueda verse afectado el derecho de defensa por conducir, el 

referido cambio, a una condena de carácter sorpresiva. Dicha Sala entiende que no existe condena 

sorpresiva, ni mucho menos indefensión, cuando no hay alteración de los hechos esenciales que 

constituyeron el objeto del proceso, sino por el contrario, el sentenciador basó su decisión en la 

misma base fáctica por la que desde un inicio se acusó al imputado (Resolución de la Sala de lo 

Penal de la Corte Suprema de Justicia, del 20 de agosto de 201 O, Ref. 432-Cas-2008). 

4. En cuanto a la prohibición de prevalecerse de su cargo público para obtener o 

procurar beneficios privados. 

En el artículo 6 letra b) de Ja LEG, el legislador ha establecido como prohibición para 

todo servidor público, en el ejercicio de sus funciones, prevalecerse de su ca,go público para 

obtener o procurar beneficios privados. 

A fin de establecer los alcances de dicha prohibición ética es procedente analizar los 

ténninos que conforman la norma. 
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El término prevaJecerse recogido en el art. 6 letra b) de la LEO, proviene del verbo 

intransitivo "prevalerse" que significa valerse o servirse de algo para ventaja o provecho propio 

(Diccionario de la Lengua Española). 

En cuanto al término obtener, éste significa alcanzar, conseguir y lograr algo que se 

merece, solicita o pretende. 

Procurar es hacer diligencias y esfuerzos para que suceda lo que se expresa. Conseguir o 

adquirir algo, de acuerdo con lo definido en el Diccionario de la Lengua Española. 

El beneficio privado es, en su acepción más general, un bien que se hace o se recibe, para 

obtener utilidad o provecho particular o personal. 

Al conjugar todos los elementos de la descripción normativa de la conducta sancionable 

se determina que la anterior prohibición ética implica que el servidor público se valga o se sirva 

de la superioridad o ventaja que le otorga su cargo, respecto de una circunstancia o persona 

concreta, para procurar u obtener un beneficio o provecho personal o particular; es decir, que 

deben concurrir acciones u omisiones del sujeto infractor con el propósito claro de procurar u 

obtener un beneficio. 

Habrá que considerar las razones por las que se valora: 1 º) que el funcionario público 

denunciado se ha valido de su cargo para ejercer algún tipo de influencia por superioridad o 

ventaja en razón de su cargo sobre otras personas para obtener un determinado resultado; y 2º) 

que esas acciones le han proporcionado algún beneficio aJ funcionario público o a otras personas. 

Para que se configure el tipo sancionador deben establecerse las situaciones descritas en 

los párrafos que anteceden, ya que la prohibición ética contenida en la letra b) del art. 6 de la 

LEG, requiere los dos elementos para su verificación. 

En el presente caso, tal como se ha relacionado anteriormente, se ha demostrado que el 

día 22 de octubre del 2009 la licenciada Rosa María Ayala de Guerra firmó una solicitud de 

patrocinio de uniformes deportivos para los trabajadores de la Unidad de Servicio Central de 

Equipos y Esterilización, dirigida a la Droguería Universal. 

El patrocinio se materializó a través de la entrega de un cheque de ciento ocho dólares de 

los Estados Unidos de América ($108.00), que fue proporcionado por una representante de ventas 

de la Droguería Universal a la licenciada Rosa María Ayala de Guerra en el parqueo del Hospital 

Nacional RosaJes. 

Asimismo, se ha comprobado que la servidora pública denunciada, en algunas ocasiones, 

tiene participación dentro de los procesos de adquisición de bienes y servicios institucionales, 
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América ($108.00) por parte de una empresa suministradora de ese centro hospitalario, 

transgrediendo de tal forma la prohibición ética de prevalecerse de su cargo público para obtener 

o procurar beneficios privados, regulada en el art. 6 letra b) de la Ley de Ética Gubernamental. 

Asimismo, este Tribunal ha advertido en el presente procedimiento administrativo 

sancionador que la solicitud de patrocüúo de uniformes deportivos por parte de los empleados del 

Hospital Nacional Rosales a empresas suministrantes del centro hospitalario es una práctica 

común al interior de dicha institución; sin embargo, como ha quedado establecido en ésta 

resoluci.ón. esta situación no resulta apegada a la ética pública con la que se espera que actúen los 

servidores públicos. Por lo que este cuerpo colegiado, en cumplimiento del objeto de la Ley de 

Ética Gubernamental, insta a las autoridades del Hospital Nacional Rosales a que tomen las 

medidas necesarias pertinentes para que en lo sucesivo se evite este tipo de actuaciones por parte 

de quienes se desempeñan al interior de su institución. 

5. Fundamento de la sanción aplicable. 

Concluido el anáJisis de los presupuestos fácticos y jurídicos, que constituyen el 

fundamento de la imposición de la sanción, corresponde ahora detenninar la sanción a aplicar. 

Los artículos 25 de la LEG y 63 del Reglamento de la misma establecen que el Tribunal 

sancionará con amonestación escrita aJ servidor público que, en su condición de tal, falte y/o 

incumpla por primera vez los deberes y prohibiciones éticas establecidos en la Ley de Ética 

Gubernamental. 

Según los registros que para tales efectos lleva este Tribunal, es la primera vez que la 

licenciada Rosa María Ayala de Guerra, Enfermera Jefe de la Unidad de Servicio Central de 

Equipos y Esterilización del Hospital Nacional Rosales, incurre en transgresión a la LEO y, por 

lo tanto, procede imponerle la sanción de amonestación escrita. 

ID. FALLO. 

De acuerdo con los considerandos que anteceden y con base en los artículos l 8, 2 l, 22. 24 

y 25 de la Ley de Ética Gubernamental y 60, 63 y 64 de su Reglamento. este Tribunal 

RESUELVE: 

a) Declarar que no se ha establecido que la licenciada Rosa Maria Ayala de Guerra, 

Enfermera Jefe de la Unidad de Servicio Central de Equipos y Esterilización del 

Hospital Nacional Rosales, haya transgredido la prohibición ética de solicitar o 

aceptar, directamente o por interpósita persona, dádivas, regalos, pagos, honorarios o 
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